Declaración de la jornada sobre violencia de género de la CTA Provincia

La violencia contra las mujeres es un grave problema social, de violación de derechos humanos fundamentales, de salud pública y de seguridad que debe ser abordado de manera integral, con inclusión de la dimensión de género, que contemple la diversidad sexual, con la profundidad que esta temática merece. 

La violencia contra las mujeres requiere de políticas públicas, adecuaciones legislativas y judiciales con la articulación de los distintos niveles: nacional, provincial y local. 

En estos últimos años se ha avanzado de manera notable en el reconocimiento y visibilidad de esta problemática, así como en la sanción de leyes, construcción de dispositivos de intervención y sensibilidad social sobre el tema. El papel de las organizaciones sociales y de mujeres ha sido fundamental para contribuir en este debate.

La Ley 26485, de reciente sanción, supone un salto cualitativo al adecuar la normativa nacional a la Convención Interamericana de Belem do Para, que de manera integral define la problemática y los compromisos de políticas de Estado, necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. Desde este marco legal entendemos por violencia contra las mujeres: “…toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal. Quedan comprendidas las perpetradas desde el Estado o por sus agentes”. Las modalidades que puede adquirir la violencia contra las mujeres son: doméstica, institucional, laboral, obstétrica, contra la libertad reproductiva y mediática. Esta violencia puede manifestarse en diferentes tipos que la Ley define como: física, psicológica, sexual, económica y patrimonial y simbólica, incorporando este último tipo como un avance en la legislación vigente; que apunta a erradicar estereotipos de género y formas de discriminación hacia las mujeres. 

Esta definición y la ampliación de los tipos y modalidades de violencia demandan que las políticas sean integrales, con abordajes específicos para cada modalidad de la violencia y que estén enmarcadas y jerarquizadas en estructuras orgánicas con presupuestos acordes a los requerimientos planteados.

El crecimiento de denuncias, la solicitud de acompañamiento por parte de mujeres de diferentes sectores sociales, la gravedad de los delitos contra mujeres y en muchos casos también contra sus hijos e hijas, los obstáculos que padecen en el momento de buscar respuestas, los femicidios son numerosos y alarmantes. 

Desde la CTA manifestamos nuestra preocupación en torno a lo insuficiente y errático de las políticas destinadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, aplicadas en la provincia de Buenos Aires. Es por ello que consideramos imprescindible:

· El efectivo funcionamiento y jerarquización del Consejo Provincial de las Mujeres de la Provincia de Buenos Aires, como mecanismo rector de las políticas y articulador con el resto de los organismos involucrados.

· La articulación de acciones entre el Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

· El funcionamiento del Sistema Integrado Provincial para la prevención y atención de la Violencia Familiar, así como las Mesas Intersectorial y Locales.

· La promoción de Casas de las Mujeres en todos los municipios. Que se contemplen acuerdos y articulaciones entre el gobierno provincial y los municipios.

· En cuanto a la prevención son fundamentales la existencia de campañas publicitarias específicas en medios masivos, así como la capacitación sobre todo a quienes se encuentran en relación con adolescentes. 

· El refuerzo de redes y de organizaciones sociales y la promoción de talleres en los barrios.

· La difusión e información de recursos existentes destinados a la problemática.

· La planificación y acompañamiento en la salida de la violencia (a nivel habitacional, de empleo y esparcimiento).

· El control del sexismo en los medios.

· La planificación de políticas destinadas a sancionar la violencia laboral.

· El diseño de un plan integral estratégico que contemple la trata de personas dentro de nuestra provincia, y la articulación con las autoridades nacionales e internacionales.

· El cumplimiento efectivo de la Ley de Educación Sexual Integral y la capacitación a promotores de salud en la temática.

Sin un plan integral, efectivo y eficaz de políticas públicas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, nuestra provincia seguirá desamparando a las mujeres de la protección de sus derechos humanos fundamentales.

